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Introducción
La permanencia del conflicto armado en Colombia, y la constante de violencia 
que este implica, ha dado lugar a la violación de múltiples derechos humanos, que 
ha dejado como resultado una crisis en materia de victimización. Se presenta un 
caso especial con los niños, niñas y adolescentes (NNA), dada su condición de 
vulnerabilidad en el marco de violaciones al derecho internacional humanitario 
(DIH), los derechos humanos (DDHH) y las garantías constitucionales259.
El interés por una transición de un estado de conflicto a un ambiente de paz 
justifica la adopción de la justicia transicional en Colombia y el acoplamiento 
de medidas alternas a la justicia ordinaria para el tratamiento tanto de agentes 
como de víctimas. La violencia y, por consiguiente, la vulneración de derechos 
humanos, como características de los conflictos armados, son problemáticas que 
259 Tirado Acero, M., Huertas Díaz, O., Trujillo González, J. Niños, niñas y adolescentes en el marco del conflicto 
armado colombiano 1985-2015. Bogotá: Fondo Editorial Unisabaneta, 2015.
6
* Este capítulo hace parte del proyecto de investigación Nueva criminalidad y control, en conjunto con el proyecto 
de investigación “Análisis de la justicia transicional en el marco jurídico colombiano” del grupo de investigación de 
derecho penal Conflicto y Criminalidad, de la Universidad Católica de Colombia.
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se presentan a escala global en distintos momentos de la historia humana. La 
preocupación de los diferentes Estados en conflicto por la resolución de dichas 
problemáticas dan como resultado la creación de diversas herramientas e insti-
tuciones que regulan los eventos y suplen los vacíos normativos que tienen lu-
gar en situaciones de tal magnitud. Estas cobran fuerza y protagonismo en los 
diferentes escenarios conflictivos, hasta convertirse en estándares de aplicación 
internacional, los cuales están ratificados por Colombia en el artículo 93 de la 
Carta Política, y constituyen límites, órdenes y recomendaciones para el proceso 
de paz interno.
Ahora bien, resulta fundamental establecer cuál es la aplicabilidad de dicho 
estándar internacional para garantizar los derechos de verdad, justicia y repara-
ción que se instauran como objetivos mínimos en el proceso de justicia transi-
cional para las víctimas del conflicto, más específicamente para niños, niñas y 
adolescentes.
El presente capítulo, al contemplar la importancia de determinar la utilidad 
de los criterios establecidos y las recomendaciones dadas por el estándar interna-
cional para garantizar la verdad, justicia y reparación de las víctimas, busca res-
ponder lo siguiente: ¿cuál es la aplicabilidad del estándar internacional para los 
derechos de las víctimas, específicamente NNA, en verdad, justicia y reparación, 
en el marco de un eventual proceso de paz? A su vez, se busca demostrar que la 
aplicabilidad del estándar internacional en Colombia, ratificado por el artículo 93 
de la Carta Política para la protección de los derechos de las víctimas, particular-
mente NNA, es determinante en el marco de un eventual proceso de paz, dado su 
carácter fundamental en la regulación de la justicia transicional para la solución 
del conflicto y la determinación de sus elementos esenciales.
Para lograr una exposición, respuesta y demostración comprensible y organi-
zada del tema presentado, el artículo se desarrollará bajo una revisión sistemáti-
ca documental; así, el presente documento se desarrolla de la siguiente manera: 
i. visión general de la justicia transicional, elementos y garantías mínimas, en la 
que se establece la definición general y particular (caso colombiano) de la justicia 
transicional, además de determinar los conceptos de verdad, justicia y reparación. 
ii. Estándar internacional, en el que se delimitan los instrumentos y organizacio-
nes ratificados por el Estado colombiano. iii. Contextualización de la situación de 
NNA en el conflicto, en el que se determinan los actos principales de vulneración 
Verdad, justicia y reparación: aplicación del estándar internacional para NNA
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de sus derechos. iv. Estándar internacional y NNA en Colombia, en el que se es-
tablece la regulación, intervención y recomendaciones de órganos internacionales 
hacia Colombia para el trato adecuado en materia de sus derechos. v. Por último, 
recomendaciones adicionales, enfocadas principalmente en las sugerencias que 
brinda el estándar internacional sobre el reclutamiento y uso de NNA como actos 
principales de vulneración de derechos.
Generalidades de la justicia transicional
La evidente vulneración sistemática de derechos humanos requiere la aplicación 
de justicia transicional en Colombia para la obtención de paz, reconciliación y 
democracia como objetivos principales en situación de conflicto. Este es conside-
rado el modelo de justicia más efectivo en épocas de guerra, dadas sus condicio-
nes particulares. Dicho modelo generalmente acude a los juicios penales, comi-
siones de verdad y programas de reparación260 como mecanismos fundamentales 
para lograr la verdad, la justicia y la reparación que se les deben garantizar a las 
víctimas261.
En el contexto del conflicto colombiano y la multiplicidad de delitos al que 
ha dado lugar, se abarcan medidas relacionadas y especialmente ajenas a materia 
penal, dado que los requerimientos de la justicia ordinaria en sí y el acatamiento 
de principios penales ordinarios resultan desvalorizados, al tener como objetivo 
principal la imposición de penas privativas de libertad; esto contraria la finalidad 
de la búsqueda de paz, en la que se persigue principalmente la reparación y la 
comprensión del daño causado, para dar lugar a la reinserción social y el acata-
miento de principios y normas rectoras de la población civil. Cobran importancia 
las penas alternativas: verdad, reparación de víctimas, garantías de no repetición, 
etc.262, explicadas a continuación:
260 Centro Internacional para la Justicia Transicional. Mecanismos de justicia transicional en Colombia [en línea]. 
s. f. [citado 2016-03-31]. Disponible en Internet: <https://www.ictj.org/colombia-linea-tiempo/index.html>
261 Stewart, James. La justicia transicional en Colombia y el papel de la corte penal internacional. Discurso. 
[en línea]. 2015 [citado 2016-03-31]. Disponible en Internet: <http://www.eltiempo.com/contenido/politica/justicia/
ARCHIVO/ARCHIVO-15749076-0.pdf> 
262 Semana. Las fuerzas armadas no pueden ser consideradas personas protegidas por el DIH. En: Revista 
Semana, 2015.
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• Verdad: se garantiza el establecimiento preciso y exacto de la forma en que 
sucedieron los hechos. Se incluyen los motivos, prácticas, ubicación de 
desaparecidos, colaboración internacional, etc., para lograr la creación 
de memoria histórica y el establecimiento de medidas para la no repeti-
ción de los actos. La verdad acerca de los agentes toma prioridad y surge 
la necesidad de identificar los de primera zona (autores materiales), los 
de segunda zona (seleccionadores de víctimas, beneficiarios y financia-
dores) y los de tercera zona (civiles testigos amedrentados o simpatizados 
con las acciones). La medida más efectiva es la confesión263. Esta garan-
tía resulta fundamental al dar a conocer los hechos, sujetos y crímenes 
presentados en el conflicto interno, y en consecuencia, al ser el punto de 
partida para dar inicio a los procesos de justicia y reparación que se per-
siguen en la justicia transicional.
• Justicia: evita la impunidad de los actos cometidos, incluyendo la inves-
tigación, el juzgamiento y la imposición de penas, lo cual motiva la san-
ción de los infractores con penas proporcionales a la legislación, teniendo 
en cuenta los preceptos transicionales. La exclusión de penas privativas 
de la libertad no implica la ausencia de justicia en la imposición del cas-
tigo, sino la aceptación de responsabilidad por parte de los infractores de 
derechos humanos, al responder efectivamente por sus delitos con penas 
que tengan por objeto su reintegración. La justicia que esperan y mere-
cen las víctimas del conflicto es aplicada a sus agresores igualmente con 
castigos o penas que cumplen funciones diferentes a las medidas penales 
ordinarias.
• Reparación: para conseguir el reconocimiento y garantizar la dignidad de 
las víctimas, se requiere la satisfacción de siete elementos264: restitución, 
que consiste en devolver la víctima a su estado anterior; indemnización, 
para sufragar los perjuicios morales, fisiológicos y psicológicos; rehabi-
litación, que busca la recuperación de secuelas físicas y fisiológicas; sa-
tisfacción, para restaurar la dignidad de la víctima con una compensación 
263 Barreto Ardila, Hernando. Las víctimas en el proceso de justicia y paz. Carácter simbólico de la verdad, la 
justicia y la reparación en la transición hacia una convivencia tolerante. En: Revista Derecho Penal y Criminología, 
2009, vol. 30, no. 89, p. 36. 
264 Ibíd.
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moral; no repetición, garantiza la desmovilización, desarme, reinser-
ción, etc., como garantías de no repetición para las víctimas; reparación 
simbólica, incluye la memoria histórica, perdón público, monumentos, 
aceptación de los crímenes y restablecimiento de la dignidad; finalmente, 
reparación colectiva, la cual consiste en la recuperación psicológica de 
comunidades completas afectadas.
Es posible deducir que la vulneración sistemática de derechos por parte de 
los actores armados es responsabilidad de la negligencia estatal. Para el Estado, 
es obligación principal garantizar la efectividad de la reparación a las víctimas, 
ya que no veló por la protección de los derechos de la población en situación 
de conflicto. Debe tenerse en cuenta que las víctimas, independientemente de 
quien haya sido su victimario, reclaman reconocimiento, verdad, dignidad y re-
paración. Irónicamente, pocas están interesadas en reclamar castigos para sus 
victimarios265.
Estándar internacional
El Estado colombiano, mediante ratificación, se ha comprometido autónomamen-
te con los estándares internacionales a cumplir con una serie de obligaciones que 
constituyen la protección de los derechos humanos.
Estos se constituyen como límites del Estado y establecen las pautas mínimas 
para la efectiva investigación, sanción de delitos contra los derechos humanos, 
establecimiento de recursos efectivos de justicia, imposición de penas adecuadas 
a los perpetradores, además de la protección y reparación a todas las víctimas; 
estas son las principales obligaciones contraídas por los países que los ratifican266.
El respeto de los estándares relacionados con la justicia internacional contri-
buye con la sostenibilidad y legitimidad del proceso de paz.
a. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: dicho pacto obliga 
al Estado a proteger a las víctimas, a quienes no se les ha garantizado el 
265 Hochschild, Fabrizio. Justicia transicional en Colombia y el papel de la CPI. En foro de las Naciones Unidas de 
Colombia [en línea]. Bogotá, Colombia. 13 de mayo de 2015 [citado 2016-03-31]. Disponible en Internet: <http://
www.undp.org/content/dam/colombia/docs/Paz/undp-co-discursofabrizioR-2015.pdf > 
266 Valdivieso Collazos, Andrés Mauricio. La justicia transicional en Colombia. Los estándares internacionales 
de derechos humanos y de derecho internacional humanitario en la política de santos. En: Revista Papel Político, 
2012, vol. 17, no. 2, p. 621-653. 
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goce efectivo de la verdad, justicia y reparación, además de proteger a los 
individuos de sus excesos. Se permite a las víctimas de violaciones gra-
ves de derechos interponer quejas ante el Comité de derechos humanos, 
al darle plena competencia267.
b. Corte Penal Internacional (CPI): los Estados que ratifican la CPI se obli-
gan a investigar, juzgar y condenar a penas adecuadas crímenes de lesa 
humanidad, guerra, genocidio y agresión, al ser estos los únicos delitos 
que se encuentran bajo su competencia. La ratificación de dicho sistema 
por parte de un Estado significa la aceptación de la justicia como parte 
integral de la solución de conflictos y la creación de una paz sostenible268.
 Su intervención tiene lugar únicamente cuando los Estados miembros no 
toman las medidas apropiadas para juzgar a los principales actores de 
los crímenes que regula; es decir, se da lugar a su intervención cuando 
se informa impunidad (omisión de la justicia), así cumplen la función de 
última instancia. Al ser fundamental en todo proceso de justicia transi-
cional, cobra especial importancia en el caso colombiano, que presenta 
un conflicto completamente relacionado con delitos contemplados en el 
Estatuto de Roma. Colombia, en su afán por asegurar que los delitos no 
queden impunes, se une al sistema con el fin de apoyar plenamente los 
esfuerzos por terminar con el conflicto que ha afectado al país por más de 
cinco décadas269.
 Cabe resaltar que sus investigaciones y enjuiciamientos suelen afectar a 
los autores máximos de los delitos. A aquellos que han dirigido, financia-
do u organizado los crímenes.
c. Corte Interamericana de Derechos: exige a los Estados miembros la pre-
vención, investigación y sanción de toda violación a los derechos reco-
nocidos por la convención, además del restablecimiento de los derechos 
vulnerados, más la reparación por los daños producidos. Su función prin-
cipal es declarar la responsabilidad internacional que tiene un Estado al 
vulnerar los derechos y libertades de la población, teniendo en cuenta 
267 Rettberg, Beatriz Angelika. Entre el perdón y el paredón: preguntas y dilemas de la justicia transicional. Bogotá: 
Ediciones Uniandes, 2005. p. 258.
268 Stewart. Op. cit., p. 5
269 Ibíd., p. 3.
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que las medidas excepcionales aplicadas en justicia transicional no tienen 
sentido alguno y se encuentran vacías si no son complementadas con la 
reparación de las víctimas del conflicto270.
 De acuerdo con el artículo 41-b y d de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
puede solicitar a los Estados pertenecientes la presentación de informes 
sobre su actividad en pro de la protección de los derechos humanos y 
formular recomendaciones relacionadas con el mismo fin271.
 Colombia, al ratificar dicho sistema, se obliga a investigar las violacio-
nes, identificar los responsables y asegurar a las víctimas su reparación 
integral, incluyendo políticas de restitución. Para conseguir dicho obje-
tivo, la Corte establece parámetros específicos que deben involucrarse 
en todo proceso de justicia transicional: tomar medidas razonables para 
prevenir violaciones de derechos humanos, llevar a cabo investigaciones 
serias cuando se cometen violaciones, imponer las sanciones adecuadas a 
los responsables de las violaciones y, por último y enfáticamente, garan-
tizar la reparación de las víctimas272.
d. Convenios de Ginebra: el cumplimiento del derecho internacional hu-
manitario se evidencia en ellos. El convenio número cuatro y los proto-
colos adicionales se dedican a la protección de los civiles en tiempo de 
guerra273.
e. Otros sistemas: la labor de los grupos locales de derechos humanos y 
las organizaciones de víctimas ha sido apoyada por otro tipo de orga-
nizaciones no gubernamentales internacionales (Human Rights Watch o 
Amnistía Internacional), instituciones internacionales de derechos hu-
manos (OACNUDH) e incluso ciertos gobiernos, lo que ha dado como 
270 Abuchaibe, Heidi. La corte interamericana de derechos humanos y la justicia transicional en Colombia. En: 
Revista ZERO, 2011, vol. 000, no. 26, p. 27. 
271 Rettberg. Op. cit.
272 Defensoría del Pueblo. Voces y oportunidades para los niños, niñas y adolescentes en la construcción de paz 
en Colombia. Informe defensorial [en línea]. 2014 [citado 2016-03-31]. Disponible en Internet: <http://www.defenso-
ria.gov.co/public/pdf/Informecompleto_Justiciatransicional.pdf> 
273 Valdivieso. Op. cit., p. 625.
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resultado una red transnacional en contra de la impunidad de los crímenes 
de los grupos armados274.
 La ratificación del estándar internacional por Colombia no solo exi-
ge que se investiguen todas las violaciones a los derechos humanos 
(DD. HH.), al derecho internacional humanitario (DIH) y al Estatuto de 
la Corte Penal Internacional (CPI), sino que también plantea un escenario 
de priorización en los siguientes delitos: ejecuciones extrajudiciales, tor-
tura, desapariciones forzadas, violencia sexual contra la mujer en el con-
flicto armado, desplazamiento forzado y reclutamiento ilegal de menores, 
cuando sean calificados como delitos de lesa humanidad; genocidio o 
crímenes de guerra cometidos de manera sistemática.
Contexto colombiano de los niños en el conflicto
En Colombia, aproximadamente el 13,4% de la niñez y la adolescencia ha sido 
víctima del conflicto armado. Según la Defensoría del Pueblo275, su condición de 
vulnerabilidad permite la fácil infracción de derechos fundamentales, mediante 
diferentes actos ilegales:
a. Derecho a la vida y a la integridad: el homicidio es uno de los actos co-
metidos con mayor frecuencia y a su vez uno de los más difíciles de deli-
mitar, por su vinculación con la desaparición forzada, descuartizamiento 
y muerte en combate. Se calcula que aproximadamente 24.266 niños y 
adolescentes varones, y 22.881 niñas y adolescentes han sido víctimas 
directas o indirectas del homicidio. Las amenazas y torturas mediante 
coacción, sometimiento, castigo y obtención de información también ha-
cen parte de este tipo de vulneración.
b. Libertad personal: los distintos grupos armados que operan en las regio-
nes del país establecen códigos de comportamiento público y privado 
para los civiles, además de hacer parte de su vida cotidiana.
274 Fundación para el Debido Proceso Legal. (2010). Las víctimas y la justicia transicional, ¿están cumplien-
do los estados latinoamericanos con los estándares internacionales? [en línea]. 2010 [citado 2016-03-31]. 
Washington: Fundación para el Debido Proceso Legal. Disponible en Internet: <http://www.dplf.org/sites/default/
files/1285258696.pdf> 
275 Defensoría. Op. cit.
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c. Ataques y ocupación de escuelas, hospitales y otros bienes: incluye la 
ocupación de escuelas para el uso y reclutamiento de NNA, la instalación 
de artefactos explosivos en los caminos que recorren alumnos y maes-
tros, actos de terrorismo contra infraestructura, ocupación de parques y 
puestos de salud (impedimento para el acceso a la salud y la recreación).
d. Libertad sexual: los delitos sexuales no se limitan a la violencia física 
asociada generalmente con la violación. La lista se extiende al acoso, la 
violencia sexual verbal, la utilización de adolescentes a través de afecta-
ción emocional (estrategia para recibir información, control territorial, 
reclutamiento de nuevos NNA), esclavitud sexual para explotación co-
mercial, implantación forzada de dispositivos para planificar, aborto abu-
sivo, separación de madres e hijos, entre otras, que configuran la viola-
ción sistemática a los derechos sexuales y reproductivos de los menores.
e. Bloqueo de suministros y servicios básicos: restricciones a la movilidad 
asociadas con la falta de alimentos, medicina e incluso agua. Incluyen 
confinamiento (retenes y fronteras invisibles), la contaminación por res-
tos explosivos de guerra (contaminación con minas) y las restricciones de 
la seguridad impuestas por grupos armados.
f. Desplazamiento forzado y refugio: se acude al desplazamiento como me-
canismo para preservar la vida y la dignidad, como resultado de las ma-
sacres y el reclutamiento como amenaza principal.
g. Uso y reclutamiento: estas modalidades crean un fuerte impacto en las 
construcciones sociales, planes de vida, reproducción de la guerra y asig-
nación de roles que solo los adultos deberían tener. Son usados para dis-
tribuir sustancias psicoactivas, vigilancia, guardia de las fronteras invi-
sibles y reclutamiento de otros niños. Las niñas sirven como carnadas y 
cobradoras de extorsiones.
Garantías de las víctimas a partir del estándar internacional
Los derechos que corresponden a NNA deben ser garantizados y protegidos por 
la sociedad, y con mayor razón por las instituciones estatales, con énfasis especial 
en la vida, integridad, libertad, etc., por ser considerados fundamentales, dada su 
condición de manifiesta vulnerabilidad en el contexto del conflicto en Colombia. 
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Los niños, niñas y adolescentes deben tener una consideración de interés superior 
especial en todas las medidas que tomen las instituciones públicas, de bienestar 
social, tribunales, autoridades administrativas, etc. La garantía de los derechos 
de los NNA debe ser la consideración básica en la definición de un enfoque que 
permita la inclusión de todas las poblaciones276.
Su condición de víctimas debe tener un carácter prioritario en las jurisdic-
ciones para la paz, al asegurar la no repetición de actos que violen sus derechos 
fundamentales, el enfoque diferencial para la reparación integral y el interés hacia 
sus testimonios por parte de las omisiones de verdad. Resulta fundamental asegu-
rar que NNA se encuentren integrados en todos los elementos relacionados con 
las garantías de la justicia transicional277.
Los instrumentos del estándar internacional pueden dividirse en tres 
categorías278:
1. Las declaraciones de 1948 y la americana.
2. Los tratados universales y regionales, como el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana.
3. Los demás instrumentos dedicados a derechos humanos en sectores espe-
cíficos de la sociedad.
Teniendo en cuenta que el corpus iuris del estándar internacional es el corpus 
iuris que regula en materia de menores279, y con base en la clasificación anterior, 
el marco normativo para los derechos de NNA se encuentra en la primera cla-
sificación, por la Declaración Universal de Derechos Humanos. En la segunda 
categoría se encuentra el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la 
Convención Americana de Derechos Humanos, el Fondo para la Infancia de las 
Naciones Unidas (Unicef), el Centro Internacional para la Justicia Transicional 
(CIJT) y el Estatuto de Roma.
276 Ibíd.
277 El Tiempo. Hay mecanismos para verificar compromiso de FARC sobre reclutamientos. En: El Tiempo [en 
línea]. 2015 [citado 2016-03-31]. Disponible en Internet: <http://www.eltiempo.com/politica/proceso-de-paz/
compromiso-de-farc-de-no-reclutar-menores-reacciones-coalico/15237697> 
278 Mariño Rojas, Cielo. Derechos de los niños reclutados o utilizados en hostilidades en la justicia transicional en 
Colombia: evolución normativa y prácticas jurídicas. En: Revista Criterio, 2012, vol. 6, no., 6, p. 24. 
279 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Cuadernillo de jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos número 5: Niños y niñas. San José, Costa Rica [en línea]. s. f. [citado 2016-03-31]. Disponible 
en Internet: <http://www.corteidh.or.cr/sitios/libros/todos/docs/ninosninas3.pdf> 
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Cabe resaltar que, como base y complemento de los organismos menciona-
dos con anterioridad, se encuentran los tribunales ad hoc, Estatutos de Tokio y 
Estatutos de Yugoslavia, que contemplan de igual manera los crímenes contra la 
humanidad, de lesa humanidad e internacionales.
El estándar internacional se ha encargado de describir y regular los elementos 
y preceptos básicos que deben contener las garantías de verdad, justicia y repara-
ción en el marco de justicia transicional aplicado en Colombia para la protección 
de NNA como víctimas del conflicto. Dichas garantías se exponen a continuación. 
Garantía de verdad
Se encuentra establecido en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. El esclarecimiento de la verdad aporta a sanar parte 
de los impactos sufridos por los NNA como víctimas, dado el desconocimiento de 
los objetivos, circunstancias y razones de fondo que llevaron a que los agentes 
del conflicto cometieran hechos de violencia contra ellos y la población civil que 
los rodea.
Las cortes internacionales han establecido que esta garantía se encuentra di-
rectamente relacionada con la angustia, el sufrimiento, la frustración y la impo-
tencia que enfrentan los NNA al desconocer el paradero de sus familiares. Se re-
lacionan, entonces, el derecho a la verdad, con el derecho a la vida y la intimidad 
personal y familiar, al constituirse un trato cruel, inhumano y/o degradante280.
1. Reconocimiento de las víctimas: parte del proceso para el establecimien-
to de la verdad requiere tanto del reconocimiento de NNA como sujetos 
de derechos, como de los hechos victimizantes y causas asociadas con su 
condición de vulnerabilidad. El no reconocimiento de NNA como vícti-
mas de violaciones a los derechos humanos supone la imposibilidad de 
acceder a los mecanismos para el restablecimiento de sus derechos, al 
limitar la garantía de verdad en la práctica, atentar contra los principios 
de la justicia transicional y reducir las posibilidades de reconciliación281.
2. Participación de las víctimas: en términos de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, resulta necesario asegurar que los NNA cuenten con 
280 Fundación. Op. cit.
281 Defensoría. Op. cit.
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información verídica y suficiente, además de fuentes confiables que les 
permitan llegar a ella. Debe garantizarse la libre expresión de sus opinio-
nes y el ser escuchados ante las comisiones de la verdad, en función de 
su edad y madurez.
 Hacen parte de la participación la oportunidad de información, interven-
ción, presentación de observaciones, recepción de retroalimentación y 
colaboración voluntaria en los casos que los afecten directamente. Este 
proceso debe revisarse y llevarse a cabo en dos momentos específicos: 
en primer lugar, la intervención de víctimas menores de 18 años en las 
conversaciones que se adelantan en las negociaciones de La Habana y, 
en segundo lugar, su participación en los procesos de reparación integral, 
individual o colectiva282.
 Unicef y el CIJT proponen criterios específicos para determinar si existe 
una participación activa y efectiva de NNA en las comisiones de la ver-
dad. Estos son: i. independencia e imparcialidad de la comisión; ii. cohe-
rencia con estándares internacionales de derechos humanos; iii. enfoque 
participativo y comprensivo basado en derechos humanos; iv. compromiso 
de la comunidad, con especial atención en grupos vulnerables y víctimas; 
v. espacio adaptado a la atención especial a NNA; vi. garantías de seguri-
dad y protección; vii. políticas y procedimientos que protejan los derechos 
de NNA; viii. apoyo psicosocial apropiado y disponible; ix. apoyo en los 
procesos de reintegración y reconciliación.
 Es importante anotar que la participación de las víctimas en un proceso 
de transición permite el fortalecimiento de la democracia y la paz, fines 
esenciales de la justicia transicional283.
3. Involucración de sanción: se impone al victimario, a modo de sanción, la 
posibilidad de humanizar al presentarse ante la víctima como el causante 
del daño. En este caso, el victimario no tiene la oportunidad de justificar 
282 Ibíd.
283 Centro Internacional para Justicia Transicional [en línea]. 2009. [citado 2016-03-31]. Disponible en Internet: 
<https://www.ictj.org/sites/default/files/ictj-global-transitional-justice-2009-spanish.pdf>
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sus acciones; por el contrario, es obligado a confrontarse con la realidad 
del daño que causó284.
Garantía de justicia
La obligación de investigar, juzgar y condenar a penas adecuadas a los respon-
sables de la vulneración de derechos se encuentra contemplada en el ámbito del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, en los artículos XVII y XXIV de 
la Declaración, y en los artículos 1-1, 2, 8 y 25 de la Convención. A su vez, 
se encuentra regulación sobre el tema en los Convenios de Ginebra de 1949, 
en los artículos 14, 17, 23, 24, 38 y 50 para menores de 15 años, y en su primer 
Protocolo Adicional285.
Los NNA tienen derecho, como víctimas, a ver a sus agresores castigados 
por los daños ocasionados. Al respecto, las Naciones Unidas hacen un llamado 
a los Estados para lograr una disminución significativa de la impunidad y tomar 
la iniciativa de procesamiento a los responsables de genocidio, crímenes de lesa 
humanidad, guerra y otros crímenes atroces perpetrados contra los NNA.
Garantía de reparación
La obligación restaurativa se encuentra regulada en el artículo 75 del Estatuto de 
Roma; se indica que la CPI está encargada de establecer principios aplicables a 
la reparación, incluyendo la restitución, indemnización y rehabilitación que debe 
entregarse a las víctimas existentes. A su vez, en el artículo 63-1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, se garantiza el derecho a la reparación inte-
gral de quien resulte lesionado por una violación a sus derechos humanos.
1. Impactos relevantes para el proceso de reparación de NNA: se señalan 
cuatro tipos de impactos que deben tenerse en cuenta para el proceso de 
reparación. En primer lugar, la pérdida de oportunidades para NNA; en 
segundo lugar, la afectación psicológica significativa; en tercer lugar, el 
impacto negativo y significativo específicamente para niñas y mujeres 
284 Sánchez Jaramillo, Fernanda. Un proceso de paz implica buscar el equilibrio entre la paz y los derechos de las 
víctimas. Entrevista con María Camila Moreno, publicada en la web. 10 de agosto de 2015. [citado 2016-03-31]. 
Disponible en Internet: <http://www.rebelion.org/noticia.php?id=202004> 
285 Fundación. Op. cit.
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jóvenes, y finalmente, un alto impacto social y comunitario como resul-
tado de la estigmatización a los NNA. Los impactos aplican a su vez a 
escala colectiva, teniendo en cuenta los pueblos y/o territorios de donde 
fueron separados los menores.
2. Condiciones para la correcta reparación: la base general de las condicio-
nes radica en que todas las personas menores de 18 años deben ser entre-
gadas a la institucionalidad civil para su protección y el restablecimiento 
de sus derechos286.
a. Encuentro: las comunidades de manera voluntaria intervienen en el 
proceso de reintegración y establecen el rol de cada persona.
b. Aportes a la reparación: cada niño, niña y adolescente realiza aportes 
desde su experiencia propia al proceso de reparación. Estos aportes 
en sí mismos son considerados medidas reparadoras para la víctima.
c. Reintegración: abarca el regreso de NNA a sus comunidades u otras 
elegidas por ellos mismos.
d. Inclusión: considerada como elemento fundamental de los procesos 
de reconstrucción del tejido social y territorial.
El fortalecimiento del marco jurídico y político, además de la influencia posi-
tiva en la opinión pública en materia de justicia transicional aplicada en Colombia, 
se debe a la correcta traducción de los derechos humanos de las víctimas, con-
templados en los estándares internacionales en las negociaciones nacionales287.
Recomendaciones adicionales
La participación de NNA en el conflicto armado se presume como la fuente prin-
cipal de vulneración de derechos humanos. Los instrumentos tienen pronuncia-
mientos respecto al tema, al establecer algunas condiciones y elementos aplica-
bles a la situación:
1. Es necesario establecer como condición la entrega de los menores que 
trabajan en las filas de combate o hacen parte de los grupos armados288, 
286 Defensoría. Op. cit.
287 Fundación. Op. cit., p. 19.
288 Kai A., Gustavo, Cote Barco, E., Ibáñez Gutiérrez, C., Sánchez, N., Tarapués Sandino, D., Villa Rosas, G., et 
al. Justicia de transición y constitución. Bogotá: Editorial Temis, 2014. p. 296.
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teniendo en cuenta que constituye el delito contra el DIH de reclutamien-
to forzoso; esto, para poder obtener los beneficios que se brindan a los 
agentes del conflicto en el marco de justicia transicional289.
 Debe tomarse en consideración la implementación de beneficios políti-
cos para los actores armados que hagan entrega de las filas de menores, 
como estímulo por parte del Estado para que se erradique por completo la 
participación de NNA en el conflicto. Es de anotar que dichos beneficios 
deben ser suficientes para incentivar a los victimarios a la entrega de los 
menores; pero, a su vez, deben responder a la garantía de justicia, al evi-
tar la impunidad de los actos cometidos.
2. El Estado debe garantizar la protección que se brinda a NNA en el con-
flicto armado desde los Convenios de Ginebra, en los que se prohíbe de 
manera absoluta la participación directa o indirecta de menores de 15 
años en las hostilidades, posteriormente modificado por el Protocolo fa-
cultativo al artículo 38 de la Convención Internacional sobre los Derechos 
del Niño (CIDN), que eleva la edad mínima para el reclutamiento a los 
18 años (Coalico)290.
3. Prohibir la participación activa de NNA en actividades militares relacio-
nadas con el combate, como rastreo, espionaje y utilización como señue-
los o guardianes de puestos de control, atendiendo a los preceptos de la 
Corte Penal Internacional291.
4. Establecer mecanismos de verificación para facilitar la identificación de 
NNA que padecen el reclutamiento y la desaparición forzada. Resulta 
necesario abordar de manera adecuada el tema, dada la existencia de 
círculos de violencia compuestos por menores formados para la guerra. 
Su desconocimiento y falta de delimitación derivan en múltiples 
dificultades para la construcción del objetivo de la paz.
5. El desarme, desmovilización y reintegración de los niños y niñas recluta-
dos debe ser un tema central en las negociaciones de paz con los grupos 
289 Centro Internacional para Justicia Transicional. 2009. Op. cit.
290 Coalico. Niños, niñas y jóvenes en conflicto armado. Análisis jurídico, legislación internacional y colombiana 
[en línea]. s. f. [citado 2016-03-31]. Disponible en Internet: <http://www.coalico.org/publicaciones/legislacion.htm>
291 Mariño. Op. cit., p. 7.
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armados ilegales. Dichos procesos deben involucrar las voces de niños y 
niñas, ser transparentes y de público conocimiento292.
6. En el marco de la justicia transicional sería necesario establecer que en 
los casos de violencia sexual contra NNA, el victimario sea identificado 
individualmente y no se aplique, frente a estas violaciones, la figura de 
máximos responsables293.
La individualización de los responsables por crímenes sexuales resulta ne-
cesaria, dada la aparición de múltiples delitos conexos (esclavitud sexual, vio-
lación, servidumbre, etc.). También, debido al reconocimiento brindado por los 
estándares, estatutos y convenciones internacionales mencionados con anteriori-
dad, dado el aumento de niños vinculados con el conflicto y, por consiguiente, la 
vulneración sistemática de sus derechos fundamentales, pese a considerarse una 
población especialmente protegida por la Constitución colombiana.
Debe anotarse que en repetidas ocasiones se ha observado falta de respon-
sabilidad en las decisiones adoptadas por el Estado colombiano para evitar la 
violación a la vida e integridad de NNA, y la satisfacción de la verdad, justicia 
y reparación como garantías mínimas en el marco de conflicto armado294. Para 
la erradicación de la participación de NNA en el conflicto armado deberían te-
nerse en cuenta tres propuestas: en primer lugar, dotar de beneficios a quienes 
deseen desvincularse de las filas armadas y retornar a la vida civil; en segundo 
lugar, la adopción de medidas educativas, protectoras y resocializadoras, y por 
último, la participación de la población en el proceso transicional de conflicto a 
posconflicto295.
La primera propuesta hace referencia a que el Estado, por un lado, debe reco-
nocer la manifestación voluntaria de entrega por parte de los victimarios y, por el 
otro, de desmovilización por parte de los menores vinculados en las filas del con-
flicto. Tras la manifestación de voluntad, debe beneficiarse a los actores armados 
con indultos por delitos políticos y reconocer los derechos fundamentales de los 
292 Hinestroza Arenas, Verónica. Reclutamiento de niñas: fenómeno invisibilizado, crimen manifiesto. En: Revista 
Oasis, 2008, vol. 13, no. 14, p. 45-60.
293 Defensoría. Op. cit.
294 Abuchaibe. Op. cit., p. 28.
295 Tirado Acero, Misael. Niños, niñas y adolescentes en el conflicto armado en Colombia. En: Revista Verba Iuris, 
2013, p. 147-159.
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menores desmovilizados, mediante una exitosa reintegración civil. La segunda 
opción tiene funciones de prevención y concientización: impedir la vinculación 
de nuevos menores en las filas del conflicto, evitar el incremento de población 
perteneciente a los grupos armados al margen de la ley y la vulneración de dere-
chos humanos, e incentivar hacia una vida pacífica en comunidad a partir de la 
desmovilización. La última opción hace referencia a la implementación de políti-
cas que garanticen la participación de víctimas y desmovilizados en acuerdos que 
contribuyan con la erradicación de la participación de menores en el conflicto.
Los niños, niñas y adolescentes desvinculados de la guerra deben tener dere-
cho al empoderamiento para tomar decisiones, al reconocimiento como sujetos 
de derecho y a la construcción de nuevas narrativas de vida296. El menor debe 
tener plena autoridad y libertad para tomar las decisiones que afectan directa-
mente su vida; debe tener consciencia acerca de la vulneración de sus derechos 
como individuo, al permitir que terceros hagan uso de su vida; debe saber que es 
posible llevar una vida pacífica en comunidad y que puede acceder a servicios de 
atención física y psicológica que permitan su reintegración en la sociedad civil y 
la correcta integración con los demás miembros de la sociedad.
La aplicación de los estándares internacionales resulta fundamental para es-
tablecer los límites y parámetros necesarios para las garantías de las víctimas del 
conflicto, ante todo NNA, teniendo en cuenta que la protección de los derechos 
de los niños puede constituir un punto de partida eficaz para el fomento de la 
confianza entre las partes del conflicto y el apoyo de la ciudadanía al proceso de 
paz297.
Conclusión
La plena voluntad de un Estado en conflicto y su intento máximo por establecer 
un marco apropiado para un proceso de paz que asegure la transición y la protec-
ción de los derechos de las víctimas resultan insuficientes sin el respaldo de los 
estándares internacionales, sus intervenciones y regulación. Estos contribuyen 
296 Yuri, R. P., y Yuri, C. P. El juego de la guerra: niños, niñas y adolescentes en el conflicto armado de Colombia. 
En: Revista Tabularasa, 2008, vol. 8, no. 8, p. 199-210.
297 Reliefweb. ¡Los niños, niñas y adolescentes de Colombia quieren conocer la paz! 10 de diciembre de 2015 
[citado 2016-03-31]. Disponible en Internet: <http://reliefweb.int/report/colombia/los-ni-os-ni-y-adolescentes-de-
colombia -quieren-conocer-la-paz>
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con la construcción de un marco general, que recoge los elementos, beneficios 
y sanciones que deben ser tenidos en cuenta a la hora de adoptar el modelo de 
justicia transicional.
Colombia, en su intento por establecer la paz en el país tras más de cinco dé-
cadas de violencia exhaustiva, mediante el artículo 93 de la Carta Política ratifica 
e integra tratados internacionales, tanto stricto sensu, como lato sensu (Sentencia 
T-067/2003); en consecuencia, se obliga a hacer todo lo que se encuentre a su 
alcance para poner en funcionamiento todas las normas y recomendaciones 
emanadas por ellos. Colombia se subordina a la Corte Penal Internacional, al 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, a la Corte Interamericana de 
Derechos y tiene en cuenta las disposiciones de los Convenios de Ginebra para 
los crímenes de guerra.
La efectiva protección de los derechos de las víctimas es un punto clave en 
el estándar internacional para los procesos de paz y cobra especial importancia 
al referirse a poblaciones vulnerables como NNA, quienes requieren una visión 
y trato diferencial del resto de afectados y el reconocimiento como víctimas, fac-
tores que no son desarrollados ni tomados como fundamentales en la legislación 
colombiana. Son los estándares internacionales los que regulan completamente 
las garantías de verdad, justicia y reparación para NNA, y tienen la potestad de 
exigir su cumplimiento en caso de negligencia estatal nacional, dada la constante 
vulneración del derecho a la vida, integridad, libertad personal y libertad sexual, 
mediante ataques, ocupaciones, bloqueo de suministros y, ante todo, desplaza-
miento forzado, uso y reclutamiento. Crímenes de guerra que constituyen una 
gran preocupación nacional e internacional.
